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1. INTRODUCCIÓN 

La Ley 27/2014, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades (LIS) 
regula en el capítulo VII del título VII, un régimen fiscal especial para las 
operaciones de reestructuración de empresas, fusiones, escisiones, canje de 
valores y aportaciones no dinerarias. Dicho régimen incorpora al ámbito interno 
los criterios fiscales establecidos en la Directiva 2009/133/CE del Consejo, de 
19 de octubre, en el sentido de que no se gravan las rentas generadas en esas 
operaciones, tanto a nivel de las entidades que participan en las mismas como 
a nivel de sus socios, de manera que ese régimen no se traduce en una 
exención de la tributación de tales rentas sino simplemente un diferimiento, 
para lo cual se impone un criterio de valoración a los bienes y derechos 
adquiridos en esas operaciones, en el sentido de que se valoran por el mismo 
valor fiscal que los mismos tenían en la entidad transmitente con anterioridad a 
la realización de la operación, lo cual se traduce en que la tributación de esas 
rentas se difieren a un período posterior en sede de la entidad adquirente. El 
mismo régimen se aplica a nivel de los socios de las entidades transmitentes 
en el canje de valores que tiene lugar en estas operaciones. 

Los comentarios que siguen en este capítulo se van a referir a las operaciones 
de reestructuración en las que alguna de las entidades que participan no 
residen en territorio español, así como alguno de los socios de tales entidades.  



En el ámbito mercantil, la regulación de estas operaciones transfronterizas se 
encuentra en Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, de transposición de 
Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de 
sociedades mercantiles y en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. 
 
2.  OPERACIONES DE FUSIÓN POR ABSORCIÓN 

El artículo 76 LIS estable la definición de estas operaciones con independencia 
de cuál sea la norma mercantil, en su caso, que las regule dada la diferente 
residencia de las entidades que participan en la operación, estableciendo los 
requisitos que han de cumplirse para tener la calificación fiscal de fusión por 
absorción, como es que una o varias entidades se disuelven sin que ello 
suponga la liquidación de las mismas, transmitiendo la totalidad de sus 
patrimonios a la entidad adquirente, la cual debe atribuir a los socios de las 
entidades disueltas valores representativos de su capital social y, en su caso, 
una compensación dineraria que no debe superar el 10% del valor nominal de 
las participaciones entregadas.   

En función de la residencia de las entidades que participan en la fusión y la de 
los socios de las entidades transmitentes, el régimen fiscal es el siguiente.  

2.1 ENTIDAD ADQUIRENTE RESIDENTE EN TERRITORIO ESPAÑOL. 
ENTIDAD TRANSMITENTE RESIDENTE EN EL EXTRANJERO. 

A su vez, puede diferenciarse según que la entidad transmitente resida en la 
Unión Europea a la que se aplica la Directiva 2009/133/CE o, por el contrario, 
no aplica dicha Directiva, cualquiera que fuese la residencia de esa entidad.   

2.1.1. Transmitente aplica Directiva 2009/133/CE. 

Este supuesto correspondería al caso en que en el Estado de la Unión Europea 
de la entidad transmitente quede un establecimiento permanente después de 
realizar la operación, al cual quedase afectado todo el patrimonio de esa 
entidad, lo cual supondría que la renta latente en ese patrimonio no se gravaría 
y, por tanto, ese Estado valoraría a efectos fiscales los bienes y derechos 
integrantes de ese patrimonio afecto a ese establecimiento por el mismo valor 
fiscal que tenían en la entidad transmitente con anterioridad a la realización de 
la operación. 

Respecto de la entidad adquirente residente en territorio español, resulta que 
después de realizar la operación dicha entidad dispone de un establecimiento 
permanente en el otro Estado, de forma que queda la duda de cuál es, a 
efectos del Impuesto sobre Sociedades (IS), la valoración de los bienes y 
derechos integrantes de ese establecimiento al objeto de determinar la renta 
generada posteriormente por el mismo, con independencia de que esa renta 
pueda estar exenta, de cumplir los requisitos del artículo 22 LIS, o bien estar 
sujeta con deducción en la cuota íntegra, en su caso, del impuesto extranjero 
que se hubiese satisfecho en el otro Estado sobre la renta generada por dicho 
establecimiento, en los términos establecidos en el artículo 31 LIS. 

Al respecto entendemos que a este caso le debe ser aplicable lo establecido en 
el artículo 78.3 LIS, dado que la renta que se generó en la entidad transmitente, 
al ser residente en el extranjero, no estaba sujeta al IS español y, por tanto, no 
pudo ser objeto de diferimiento en el sentido de lo establecido en el artículo 77 



LIS, es decir, la valoración de tales bienes y derechos es la que proceda de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 LIS, esto es, el valor de mercado de 
los mismos en la fecha de realizar la adquisición de ese patrimonio.  

Del referido criterio de valoración resultaría que los elementos integrantes del 
establecimiento permanente tienen dos valores fiscales diferentes, el 
establecido por el otro Estado a efectos de aplicar el régimen de diferimiento en 
el mismo de acuerdo con su normativa interna y, por tanto, no gravar la renta 
latente de dicho establecimiento, y el valor de mercado de los mismos a efectos 
de determinar la renta generada por el establecimiento sujeta al IS de la 
entidad adquirente residente en territorio español una vez realizada la 
operación. La existencia de dos criterios de valoración distintos para un mismo 
elemento no debe resultar chocante pues, lo normal será que igualmente 
después de realizar la operación haya dos criterios diferentes para determinar 
la renta del establecimiento permanente, el establecido por la norma del otro 
Estado para cuantificar la renta que se somete a tributación en ese Estado, y la 
norma española del IS para, igualmente, determinar la renta obtenida por la 
entidad adquirente residente imputable al establecimiento permanente.  

Al respecto, entendemos que debe rechazarse la interpretación de que, a 
efectos del IS de la entidad adquirente, los elementos integrantes del 
establecimiento permanente deben valorarse por el mismo valor fiscal que los 
mismos tenían en la entidad transmitente no residente con anterioridad a la 
realización de la operación, dado que este criterio conduce al absurdo de que 
la renta latente en dichos elementos, que no estaban sujetos al IS español al 
ser no residente la entidad transmitente, pasaría a estar sujeta al IS 
consecuencia de la asunción de ese criterio de valoración.   

La aplicación del referido criterio de valoración a mercado supone que, de ser 
un negocio el establecimiento permanente adquirido, normalmente aflore a 
efectos contables y fiscales un fondo de comercio, de manera que ese 
intangible deberá asignarse al establecimiento permanente al objeto de 
determinar la renta que el mismo genere con posterioridad a la realización de la 
operación, por lo que el gasto contabilizado por la amortización del mismo será 
fiscalmente deducible con el límite de la veinteava parte de su importe, de 
acuerdo con el artículo 12.2 LIS, el cual debe imputarse al establecimiento al 
objeto de determinar la renta generada por el mismo, con independencia de 
que la misma esté exenta de ser aplicable el artículo 22 LIS. 

En cuanto a la fecha en la que la entidad adquirente residente se subroga en 
las operaciones que realiza la entidad transmitente, la LIS no establece ningún 
criterio específico, por lo que debe asumirse el criterio contable de acuerdo con 
el artículo 10 LIS. Al respecto, la entidad adquirente debe contabilizar, a la 
fecha de adquisición, los activos y pasivos asumidos en la fusión por su valor 
real, así como, en su caso, la diferencia entre el valor de estos y el coste de la 
combinación de negocios. No obstante, lo normal será que, si el Estado de 
residencia de la entidad transmitente tuviese unas normas similares a las 
españolas, las obligaciones registrales se mantendrán en esa entidad hasta la 
fecha de inscripción de la fusión que dé cobertura legal a la operación, de 
manera que a esta última fecha (fecha de inscripción), la entidad adquirente ha 
de reconocer los efectos retroactivos de la fusión a partir de la fecha de 
adquisición. En definitiva, las operaciones realizadas por la transmitente desde 



la fecha de adquisición se imputan a efectos contables y fiscales a la 
adquirente a través del establecimiento permanente.    

La fecha de adquisición -entendida como aquella en la que la entidad 
adquirente toma el control del negocio o negocios adquiridos-, con carácter 
general, en los supuestos de fusión se corresponde con la de celebración de la 
Junta de accionistas en que se apruebe la operación, siempre que el acuerdo 
sobre el proyecto de fusión no contenga un pronunciamiento expreso sobre la 
asunción de control del negocio por la adquirente en un momento posterior. A 
efectos del registro contable de la operación, es en esa fecha en la que la 
entidad adquirente residente debe contabilizar los activos y pasivos del negocio 
adquirido, aunque el registro se pospone hasta la fecha de la inscripción, 
momento en que se procede a registrar en la entidad adquirente con efectos 
retroactivos desde la fecha de adquisición.  

Estos criterios contables están regulados en la Norma de Registro y Valoración 
19º del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el 
Plan General de Contabilidad (PGC).   

Caso de que la entidad transmitente tuviese créditos fiscales pendientes de 
aplicar generados de acuerdo con la normativa interna de ese otro Estado, a 
efectos de determinar la renta generada por el establecimiento permanente 
resultante después de realizar la operación, aun cuando ese establecimiento 
pueda subrogarse en la aplicación de tales créditos, de acuerdo con lo 
establecido en su normativa interna, al objeto de determinar la renta sujeta a 
tributación en sede del establecimiento por ese otro Estado, por el contrario, a 
efectos de determinar la renta del mismo establecimiento en sede de la entidad 
adquirente residente por la aplicación de la LIS, tales créditos fiscales no serían 
tenidos en consideración, dado que la subrogación en créditos fiscales solo es 
posible si los mismos se han generado al amparo de leyes españolas, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 80.3 LIS.    

La realización de esta operación no tiene ninguna consecuencia respecto de la 
conclusión del período impositivo de la entidad adquirente residente, el cual 
finalizará cuando concluya su ejercicio económico, con la particularidad que, a 
efectos de determinar la base imponible de dicho período, el resultado contable 
de esta entidad incluirá las rentas generadas por las operaciones realizadas 
por la entidad transmitente no residente desde la fecha de adquisición, es decir, 
si a efectos contables hay retroacción también la hay a efectos fiscales, de 
manera que parece razonable interpretar que tales rentas se deben imputar al 
establecimiento permanente aun cuando parte de esas rentas deriven de 
operaciones realizadas antes de la extinción de la entidad transmitente y, por 
tanto, antes de la formación del establecimiento permanente, sobre las que se 
aplicará el régimen de exención o de imputación, en función de que se cumplan 
o no los requisitos del artículo 22 LIS.   

Aun cuando la operación no genere ninguna renta en sede de la entidad 
adquirente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 89.1 LIS y en el artículo 
48.1 del Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (RIS), el régimen fiscal especial de 
diferimiento es aplicable tanto en la entidad transmitente así como, en su caso, 
en los socios de esta última entidad, de manera que la entidad adquirente 
residente debe comunicar a la Administración tributaria la realización de la 



operación de forma que en la misma puede manifestarse lo contrario, es decir, 
que a la operación se le aplica el régimen general.           

2.1.2. Transmitente no aplica Directiva 2009/133/CE. 

Este otro supuesto corresponde al caso en que en el Estado de la Unión 
Europea de la entidad transmitente no quede un establecimiento permanente 
después de realizar la operación, o bien dicho Estado no forma parte de la 
Unión Europea con independencia de que después de realizar la operación 
quede o no un establecimiento permanente en el otro Estado, lo cual supondría 
que la renta latente en ese patrimonio se gravaría en la entidad transmitente 
con ocasión de su extinción y, por tanto, lo normal será que ese Estado valore 
a efectos fiscales los bienes y derechos integrantes de ese patrimonio por el 
valor de mercado al objeto de determinar la renta generada.  

Igualmente, a efectos de valorar en la entidad adquirente española los bienes y 
derechos integrantes del patrimonio de la entidad transmitente, dicho valor es 
el de mercado de los mismos en el momento de su adquisición, siendo 
trasladable a este supuesto lo comentado anteriormente sobre la retroacción 
contable y demás efectos fiscales para el caso en que hubiese sido aplicable la 
Directiva 2009/133/CE. 

La valoración a mercado del patrimonio adquirido se aplicaría aún en el caso 
en que dicho patrimonio constituya un establecimiento permanente en el otro 
Estado e incluso, en el supuesto de que existiendo ese establecimiento, ese 
otro Estado no hubiese gravado la renta latente de ese patrimonio como 
consecuencia de que tuviese una norma interna equivalente por la que se 
aplicase un régimen de diferimiento congelando los valores fiscales a los 
bienes y derechos integrantes del patrimonio del establecimiento permanente. 
En este caso, la entidad adquirente residente determinaría con posterioridad la 
renta imputable a ese establecimiento de acuerdo con los criterios de la LIS 
tomando en consideración el referido valor de mercado.   

Al igual que en el caso anterior, aunque la fusión no genere ninguna renta en 
sede de la entidad adquirente, el hecho de que no sea aplicable el régimen de 
diferimiento en la entidad transmitente, ello no impide que pueda tener efectos 
fiscales a nivel de los socios, a los cuales puede aplicarse el régimen fiscal 
especial, por lo que la entidad adquirente debe realizar la comunicación de la 
operación a la Administración tributaria de acuerdo con el artículo 48.1 RIS.    

2.1.3. Socios entidad adquirente y transmitente. 

A su vez, puede diferenciarse en función de la entidad de la que se tiene la 
condición de socio. 

a) Entidad adquirente: Tratándose de los socios de la entidad adquirente, en 
ellos no se genera ninguna renta con ocasión de la operación de fusión 
realizada dado que su participación en esa entidad no se ve afectada, pues la 
misma ni se transmite ni se canjea. No obstante, caso de socios de la entidad 
adquirente residente que sean personas jurídicas contribuyentes del IS, la 
realización de la operación no altera el número de acciones en el capital en la 
entidad adquirente pero sí que modifica el porcentaje de participación 
consecuencia de la ampliación de su capital que debe hacer para que se 
entregue a los socios de la entidad transmitente, de manera que como 
consecuencia de esa ampliación su porcentaje de participación necesariamente 



disminuye y puede ser inferior al 5% cuando, por el contrario, con anterioridad 
era de al menos el 5%, lo cual puede hacer que se incumplan los requisitos 
exigidos por el artículo 21 LIS para aplicar la exención sobre los dividendos y 
plusvalías procedentes de esa participación.   

La LIS no da respuesta de forma expresa a esta cuestión, pero la misma 
debería buscarse en los fundamentos del régimen fiscal especial de las 
operaciones de reestructuración, de manera que dicho régimen se basa en que 
el mismo descansa en la neutralidad fiscal, esto es, la aplicación de ese 
régimen no debe suponer obtener ninguna ventaja ni tampoco ningún perjuicio 
fiscal para las personas o entidades afectadas por la operación, lo cual debería 
suponer que tales socios deberían poder aplicar el régimen de exención sobre 
los dividendos que perciba hasta la parte que hubiese correspondido, en 
función a su porcentaje de participación, sobre los beneficios no distribuidos 
existentes en el momento de realizar la fusión, así como sobre la plusvalía que 
se obtenga en el momento posterior de transmitir la participación en la parte de 
la misma que se corresponda con la existente igualmente en el momento de 
realizar la operación de fusión, de manera que la exención no se aplicaría 
sobre el exceso de dividendo o plusvalía.  

En cuanto a socios de la entidad adquirente residente en territorio español, que 
sean personas jurídicas residentes en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o en otro Estado integrante del Espacio Económico Europeo siempre 
que exista un efectivo intercambio de información tributaria, está exenta la 
renta generada en la transmisión de participaciones en entidades residentes 
que cumplan los requisitos del artículo 21 LIS, según establece el artículo 
14.1.c) del Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes (LIRNR), por lo que la exención podría pasar a sujeción plena si el 
porcentaje posterior a la fusión pasa a ser de al menos el 5% a un porcentaje 
inferior, por lo que ello puede evitarse de interpretar el régimen fiscal en base a 
ese principio de neutralidad, en cuyo caso sería trasladable lo comentado 
anteriormente para el caso de socios residentes contribuyentes del IS. 

Otro supuesto sería el caso de contribuyentes no residentes que tengan una 
participación sustancial (entre el 10% y el 25%) en la entidad adquirente 
residente en territorio español y, según convenio para evitar la doble imposición 
entre España y el Estado de residencia de esos socios, permita a la 
Administración tributaria española gravar la ganancia patrimonial que obtengan 
en la transmisión de la participación, de manera que la realización de la 
operación de fusión puede hacer que ese porcentaje quede por debajo de 
aquellos y, por tanto, se pierda la capacidad de gravamen, por lo que. 
Igualmente, en base a ese principio de neutralidad, la tributación de la ganancia 
patrimonial latente en el momento de realizar la operación debería diferirse al 
momento posterior en que se transmita realmente la participación, momento en 
que se gravaría tal renta, siempre que la ganancia patrimonial obtenida fuese 
igual o superior a la existente en el momento de realizar la fusión pues, en caso 
contrario, la renta sujeta debería ser el importe real de la ganancia patrimonial 
obtenida en la transmisión de la participación.     

b) Entidad transmitente: Caso de socios no residentes, la renta que se pudiera 
generar en los mismos con ocasión del canje de valores, por el cual reciben 
participaciones en el capital de la entidad adquirente residente en territorio 



español, a cambio de su participación en la entidad transmitente no residente, 
no se consideraría obtenida en territorio español y, por tanto, solo podría estar 
sujeta en el Estado de residencia del socio, donde se podrá diferir la tributación 
de esa renta o bien gravarla en función de que se aplique o no un régimen 
equivalente al establecido en la Directiva 2009/133/CE. Con independencia de 
cual fuese el régimen fiscal aplicable a esos socios, después de la fusión estos 
pasan a ser socios de la entidad adquirente residente, por lo que las rentas 
derivadas de la participación recibida, dividendos o ganancias patrimoniales se 
consideran obtenidas en territorio español de acuerdo con el artículo 13 LIRNR, 
por lo que para calcular la posible ganancia patrimonial que pueda generarse 
en el momento posterior de la transmisión de la participación, es necesario 
determinar el valor de adquisición de la misma.  

Al respecto, caben dos interpretaciones, la primera sería considerar que, si el 
socio no residente ha aplicado un régimen fiscal de diferimiento sobre la renta 
obtenida en el canje, la valoración de la participación recibida en la entidad 
adquirente residente debería coincidir con el valor fiscal que tenía la 
participación canjeada en la entidad transmitente. Otra interpretación sería que, 
al no ser obtenida en territorio español la referida renta, se aplicaría la regla 
general de valoración de cualquier adquisición, esto es, el precio convenido 
que no puede ser diferente al de mercado. Esta segunda interpretación 
entendemos que es la mas razonable por cuanto por la misma solo se gravaría 
la renta real que se obtiene en territorio español, que es el aumento de valor de 
la participación en la entidad adquirente residente desde su adquisición, 
momento del canje, hasta la transmisión de la misma. Por el contrario, la 
primera interpretación conduce al absurdo de que se gravaría en territorio 
español una renta que no se ha generado en el mismo, que es la que se 
corresponde con la renta diferida. 

No obstante, aun cuando tales dividendos y ganancias patrimoniales derivados 
de la participación recibida tienen la consideración de rentas obtenidas en 
territorio español, sin embargo, su tributación efectiva dependerá de que no se 
corresponda con rentas exentas de tributación en España, según el artículo 14 
LIRNR, o bien en función de lo que establezca, en su caso, el convenio para 
evitar la doble imposición internacional que hubiese suscrito España con el 
Estado de residencia del socio.                 

Por otra parte, tratándose de socios de la entidad transmitente residentes en 
territorio español, tanto si son personas físicas como jurídicas, el canje de 
valores genera una renta en los mismos según la normativa del IRPF y del IS, 
de manera que al tener la operación realizada la consideración de fusión, 
según el artículo 76 LIS, debe tenerse en cuenta que el artículo 89 LIS 
establece que a las operaciones calificadas como fusiones, entre otras, se 
aplica el régimen de diferimiento, salvo que expresamente se indique lo 
contrario a través de la comunicación de la operación a la Administración 
tributaria.  

Por tanto, aun cuando la normativa del IS no es aplicable a la entidad 
transmitente al no ser residente en territorio español, ello no quita que a la 
fusión realizada le sea aplicable el régimen fiscal especial en todo aquello que 
tenga efectos fiscales en España, lo cual se manifiesta en sede de los socios 
de la entidad transmitente residentes en territorio español, por lo que la renta 
generada en los mismos con ocasión del canje no se grava sino que se difiere, 



por lo que el valor fiscal de la participación recibida en el capital de la entidad 
adquirente conserva el mismo valor fiscal que tenía la participación en la 
entidad transmitente.  

Caso de socios contribuyentes del IS que tuviesen una participación de al 
menos el 5% del capital de la entidad transmitente no residente y después de la 
fusión pasen a tener una participación inferior al 5% en la entidad adquirente 
residente consecuencia del canje de valores, ello supondría incumplir los 
requisitos del artículo 21 LIS y, por tanto, las rentas derivadas de esa 
participación pasarían a estar sujetas y no exentas en el IS cuando, de no 
haberse realizado la operación, se tenía ganada la exención sobre las rentas 
derivadas de la participación en la entidad transmitente. La interpretación 
razonable a esta situación sería la comentada anteriormente, esto es, dado que 
la fiscalidad debe ocupar una posición neutral en la realización de estas 
operaciones, ello debe suponer que tales socios deberían poder aplicar el 
régimen de exención sobre los dividendos que perciban hasta la parte que 
hubiese correspondido, en función a su porcentaje de participación, sobre los 
beneficios no distribuidos existentes en el momento de realizar la fusión en la 
entidad transmitente que se transforman en fondos propios en la entidad 
adquirente, así como sobre la plusvalía que se obtenga en el momento de 
transmitir la participación en la parte de la misma que se corresponda con la 
existía igualmente en el momento de realizar la operación de fusión, de manera 
que la exención no se aplicaría sobre el exceso de dividendo o plusvalía.  

2.2. ENTIDAD ADQUIRENTE RESIDENTE EN EL EXTRANJERO. ENTIDAD 
TRANSMITENTE RESIDENTE EN TERRITORIO ESPAÑOL. 

El régimen fiscal que procede a esta operación de fusión dependerá de que 
después de su realización quede o no un establecimiento permanente en 
territorio español al que se afecten los bienes y derechos integrantes del 
patrimonio de la entidad transmitente, cualquiera que fuese la residencia de la 
entidad adquirente.   

2.2.1. Constitución de un establecimiento permanente. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 77.1 LIS, no se integran en la base 
imponible de la entidad transmitente residente las rentas generadas con 
ocasión de la transmisión de su patrimonio dado que los bienes y derechos que 
lo constituyen quedan afectos a un establecimiento permanente en territorio 
español. Por tanto, los referidos bienes y derechos, cualquiera que fuese la 
valoración contable de los mismos en sede del establecimiento, a efectos 
fiscales conservan el mismo valor fiscal que tenían en la entidad transmitente 
con anterioridad a la realización de la operación.  

Los efectos que la operación de fusión produce en la entidad transmitente, son 
los siguientes: 

- Extinción: La operación de fusión produce la extinción de la entidad, lo cual 
implica la conclusión de su período impositivo. La extinción de la personalidad 
jurídica tiene lugar cuando se inscribe en el Registro Mercantil la escritura de 
fusión, de manera que los efectos de la inscripción se retrotraen a la fecha del 
asiento de presentación de la escritura que documenta la operación, según 
artículo 55 Reglamento Registro Mercantil, según la doctrina administrativa 
(DGT 23-5-24, V1181-24). 



- Base imponible: la entidad transmitente debe determinar la base imponible 
correspondiente al período impositivo que concluye con la extinción de la 
entidad. Dicha base imponible se determina de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 10 LIS, es decir, debe calcularse, en primer lugar, el resultado 
contable de ese período, con independencia de que a efectos contables no sea 
necesario formular las cuentas anuales de ese período pues no se corresponde 
con la finalización ordinaria de su ejercicio económico, dado que el artículo 120 
LIS obliga a todos los contribuyentes del IS a llevar contabilidad de acuerdo 
con el Código de Comercio, por lo que la entidad transmitente estaría obligada 
a llevar las cuentas anuales -en particular la cuenta de pérdidas y ganancias- 
de la misma manera que impone el Código de Comercio con carácter general, 
de manera que a ese resultado deben realizarse los ajustes positivos y 
negativos que procedan en cuanto la LIS establezca algún criterio diferente al 
contable sobre la calificación, valoración o imputación de los ingresos y gastos 
de dicho resultado. Además, debe tenerse en consideración que dicho 
resultado no incluye los ingresos y gastos de las operaciones realizadas por 
esta entidad desde la fecha de adquisición (la de celebración de la junta de 
accionistas que aprueba la fusión, salvo que se haya establecido otra 
diferente), por cuanto que los mismos se imputan a la entidad adquirente, 
según establece el PGC, de manera que lo razonable es interpretar que los 
mismos se imputan al establecimiento permanente dado que se subroga en los 
derechos y obligaciones tributarias de la entidad transmitente que se extingue. 
Caso de que alguno de los bienes y derechos de la entidad transmitente no 
quedase afecto al establecimiento permanente, se ha de integrar en esta base 
imponible la diferencia entre el valor de mercado del mismo y su valor fiscal, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 17 LIS.  

A efectos de la autoliquidación de ese período impositivo podrán compensarse, 
en su caso, las bases imponibles negativas que esta entidad tuviese 
pendientes de compensar, si bien se aplicará el límite de compensación que 
corresponda aun cuando se extinga la entidad, dado que la misma trae causa 
en una operación de reestructuración a la cual se aplica el régimen fiscal 
especial, según establece el artículo 26 LIS. De tener esta entidad algún crédito 
fiscal pendiente de aplicar en la cuota íntegra, estos podrán aplicarse en la 
liquidación de ese período. Respecto de la presentación material de la 
declaración de ese período, el artículo 40 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, general tributaria (LGT), esa obligación se transmite a la entidad 
adquirente a través del establecimiento permanente como sucesora de las 
obligaciones de la entidad transmitente. 

En cuanto a la entidad adquirente y, en particular, el establecimiento 
permanente, en base a la subrogación establecida en el artículo 84 LIS, el 
establecimiento permanente se subroga en el derecho a la compensación de 
las bases imponibles negativas que, en su caso, estuviesen pendientes a la 
extinción de la entidad transmitente, así como en el derecho a la aplicación de 
las deducciones en la cuota que igualmente estén pendientes de aplicar en la 
entidad transmitente, de acuerdo con la interpretación administrativa al 
respecto (DGT 28-4-00, 1038-00). En cuanto a los ajustes fiscales positivos y 
negativos por las diferencias temporales que estuviesen pendientes de revertir 
en la entidad transmitente a su extinción, dicha reversión tendrá lugar en sede 



del establecimiento permanente cuando se cumplan las condiciones de su 
reversión.    

2.2.2. No constitución de un establecimiento permanente. 

Si una vez realizada la operación de fusión, los bienes y derechos integrantes 
del patrimonio de la entidad transmitente no quedasen afectos a un 
establecimiento permanente situado en territorio español, de acuerdo con el 
artículo 77 LIS se deben integrar en la base imponible de esa entidad las rentas 
generadas con ocasión de la transmisión de su patrimonio a la entidad 
adquirente no residente, determinada por diferencia entre el valor de mercado 
de los bienes y derechos que forman dicho patrimonio y su valor fiscal, de 
acuerdo con el artículo 17 LIS. 

Igualmente, la entidad transmitente se extingue con ocasión de la realización 
de la fusión, concluyendo un período impositivo en la fecha de su extinción, 
determinando la base imponible de ese período a partir de su resultado 
contable sobre el que se harán los ajustes fiscales positivos y negativos que 
procedan por aplicación de los criterios de la LIS, incluyendo en esa base 
imponible las referidas rentas generadas en la transmisión de su patrimonio 
con ocasión de su extinción. En la liquidación del IS de ese período esta 
entidad podrá aplicar los créditos fiscales en base imponible y cuota íntegra 
que tuviese pendientes de aplicar, como bases imponibles negativas con la 
particularidad de que a la compensación de las mismas no es aplicable el límite 
compensación dado que a la entidad transmitente no les es de aplicación el 
régimen especial de diferimiento, en base a lo establecido en el artículo 26 LIS.  

Caso de que a su extinción esta entidad tuviese pendientes de compensar 
bases imponibles negativas o deducciones en la cuota, unas y otras se 
extinguen y no pueden aplicarse por ninguna otra entidad.  

Supuesto de que alguno de los bienes y derechos transmitidos generasen en 
sede de la entidad adquirente no residente rentas que se entiendan obtenidas 
en territorio español de acuerdo con el artículo 13 LIRNR, a efectos de su 
cuantificación como valor fiscal de los mismos deberá considerarse como el 
valor de mercado que tuviesen en el momento de la transmisión.          

2.2.3. Socios entidad adquirente y transmitente. 

A efectos de determinar el régimen fiscal que corresponde a estos socios, debe 
tenerse en cuenta que el artículo 89 LIS dispone que el régimen especial de 
diferimiento es aplicable con carácter general a las operaciones de 
reestructuración, salvo que se manifieste lo contrario en la comunicación que, 
en este caso, está obligada a realizar la entidad transmitente, según artículo 48 
RIS, por tanto, las rentas que pudieran generarse en estos socios no se 
integrarían en la base imponible de los mismos.  Los comentarios realizados en 
el punto 2.1.3 son trasladables a este otro supuesto.  

2.2.4 Entidad transmitente dominante de un grupo que tributa en consolidación 
fiscal.          

En una operación de fusión en donde la entidad transmitente residente fuese la 
entidad dominante de un grupo que tributa en consolidación fiscal, los efectos 
de la fusión en el régimen de consolidación son los siguientes: 



a) Dado que la dominante del grupo fiscal es la representante del grupo al 
ser residente en territorio español y que esa entidad se extingue en el 
proceso de fusión, por lo que concluye un período impositivo de esa 
entidad en la fecha en que la extinción tiene efectos legales, y teniendo en 
cuenta que el artículo 68 LIS establece que el período impositivo del grupo 
coincide con el de la entidad representante del mismo, para que ese grupo 
tribute en consolidación en ese período impositivo es necesario que 
concluya igualmente un período impositivo en esa misma fecha al objeto de 
cumplir con el mandato de que todas las entidades del grupo tengan el 
mismo período impositivo, siendo esta la interpretación administrativa al 
respecto (DGT 21-4-10, V0761-10). Por tanto, de concluir el período 
impositivo en la misma fecha por parte de todas las entidades que integran 
el grupo fiscal, este debe determinar la base imponible consolidada de ese 
período impositivo aplicando las reglas generales establecidas en la LIS 
para la tributación consolidada. 

b) La extinción de la entidad transmitente supone que pierda la condición 
de dominante del grupo fiscal y, por tanto, este grupo fiscal español se 
extingue de acuerdo con lo establecido en el artículo 58.6 LIS.    

c) Con independencia de que una vez realizada la fusión el patrimonio de la 
entidad transmitente dominante del grupo constituya o no un 
establecimiento permanente situado en territorio español, la entidad 
adquirente no residente asume la condición de dominante del grupo 
integrado por ella así como el resto de entidades que tenían la condición de 
dependientes de la primitiva dominante extinguida que también alcanzan la 
misma condición de dependientes de la nueva dominante no residente, por 
lo que este nuevo grupo puede tributar en consolidación con la 
particularidad de que el grupo fiscal estaría integrado exclusivamente por 
las entidades dependientes residentes en territorio español, de manera que 
al aplicarse a la operación de fusión el régimen fiscal especial, la nueva 
dominante se subroga en los derechos y obligaciones asociados al 
patrimonio adquirido, por lo que se subroga en el régimen de consolidación, 
con la particularidad de que el primer período impositivo en el que pueden 
tributar en consolidación sería el primero que concluya con posterioridad a 
la realización de la fusión (DGT 21-4-10, V0761-10), para lo cual deben 
adoptarse los correspondientes acuerdos que se han de comunicar a la 
Administración tributaria. Además, la dominante no residente del grupo 
debe designar como representante a alguna de las entidades dependientes 
residentes en territorio español.  

Caso de que después de la fusión el patrimonio de la entidad transmitente 
(dominante del anterior grupo) constituya un establecimiento permanente 
situado en territorio español, este también formaría parte del nuevo grupo 
fiscal. 

d) En cuanto a los efectos de la extinción del primitivo grupo fiscal sobre las 
eliminaciones por operaciones internas, bases imponibles negativas del grupo 
etc, le serían de aplicación las reglas especiales establecidas en el artículo 
74.3 LIS, dado que se cumple una de las condiciones establecidas en dicho 
precepto, en particular, la dominante del grupo es absorbida por una entidad a 
través de una operación de fusión acogida al régimen fiscal especial donde 
todas las entidades incluidas en el primitivo grupo fiscal se integra en otro 



grupo fiscal, en este caso, en el que la dominante es la entidad adquirente no 
residente.   
 
3. OPERACIONES DE FUSIÓN CON CONSTITUCIÓN DE NUEVA ENTIDAD.         

Corresponde al caso en que una de las entidades transmitentes reside en 
territorio español y otras en el extranjero, dependiendo de que la entidad 
adquirente de nueva constitución resida o no en territorio español. Igualmente, 
el artículo 76 LIS establece las condiciones para que estas operaciones estén 
amparadas en el régimen fiscal especial, de manera que dicho régimen es 
aplicable con carácter general excepto que se manifieste en la comunicación 
de la operación que se aplica el régimen general a las rentas generadas en las 
mismas.     

3.1. NUEVA ENTIDAD ADQUIRENTE RESIDENTE EN TERRITORIO 
ESPAÑOL.  

La disolución de la entidad transmitente residente puede generar rentas en la 
misma que no se integran en la base imponible de dicha entidad por aplicación 
del régimen fiscal especial, siendo aplicable a la entidad adquirente las 
obligaciones de valoración, es decir, el valor fiscal de los bienes y derechos 
integrantes del patrimonio adquirido es el mismo que tenían en la entidad 
transmitente con anterioridad a la realización de la operación, subrogándose en 
los derechos y obligaciones tributarias de la entidad transmitente, en particular, 
el derecho a la compensación de bases imponibles negativas que estuviesen 
pendientes así como en las deducciones en la cuota igualmente pendientes de 
aplicar.  

En cuanto a la entidad transmitente residente en el extranjero, el régimen fiscal 
aplicable será el que corresponda según la normativa interna del Estado de su 
residencia, de manera que con independencia de que después de la operación 
quede o no situado en ese Estado un establecimiento permanente, la 
valoración fiscal de los bienes y derechos que integran el patrimonio de esa 
entidad y que son adquiridos por la nueva entidad adquirente residente, es el 
mismo que el comentado en los epígrafes 2.1.1 y 2.1.2 anteriores, según que 
se aplique o no un régimen fiscal de diferimiento, respectivamente.        

3.2. NUEVA ENTIDAD ADQUIRENTE RESIDENTE EN EL EXTRANJERO.         

De forma similar al caso anterior, no se integran en la base imponible de la 
entidad transmitente residente las rentas que se generan con ocasión de su 
disolución por la realización de la operación, en la medida en que quede 
situado en territorio español un establecimiento permanente al que se afecten 
tales bienes y derechos, de acuerdo con el artículo 77 LIS, en cuyo caso, el 
valor fiscal de los mismos en sede del establecimiento es el que tenían en la 
entidad transmitente con anterioridad a la realización de la operación, según 
establece el artículo 78 LIS. Igualmente, el establecimiento permanente se 
subroga en los derechos y obligaciones tributarias de la entidad transmitente, 
como el derecho a la compensación de bases imponibles negativas que 
estuviesen pendientes y las deducciones en la cuota igualmente pendientes de 
aplicar, según el artículo 84 LIS. 

Supuesto de que no quede un establecimiento permanente en territorio español 
una vez realizada la operación, las rentas que, en su caso, se generen se 



integran en la base imponible de la entidad transmitente correspondiente al 
período impositivo que finaliza con la extinción de esa entidad. Caso de que 
una vez realizada la operación tales bienes y derechos generen rentas que se 
consideren obtenidas en territorio español sujetas al IRNR cuya titularidad 
correspondería a la nueva entidad adquirente no residente, a efectos de su 
cuantificación el valor fiscal de los mismos se correspondería con el valor de 
mercado que tenían en el momento de realizar la operación y que sirvió de 
referencia para determinar la renta generada en la entidad transmitente. 

3.3.  SOCIOS ENTIDADES TRANSMITENTES 

De acuerdo con el artículo 81 LIS, no se integran en la base imponible de estos 
socios las rentas que pudieran generarse consecuencia de la atribución de 
valores de la entidad adquirente asociada a la operación, siendo trasladable los 
comentarios apuntados en los epígrafes 2.1.3 y 2.2.3 anteriores.     
 
4. OPERACIONES DE FUSIÓN ENTRE ENTIDADES NO RESIDENTES  

Estas operaciones se corresponden con fusiones entre varias entidades que no 
residen en territorio español, sin perjuicio de que residan en ese territorio 
alguno de los socios, personas físicas o jurídicas, de las entidades que 
participan en tales operaciones, de manera que en estos pueden generarse 
rentas como consecuencia de la atribución a los mismos de valores 
representativos del capital de la entidad adquirente. 

Al respecto debe tenerse en cuenta que si la operación realizada entre esas 
entidades no residentes cumple los requisitos establecidos en el artículo 76 LIS 
para ser calificada como fusión (disolución de las entidades transmitentes sin 
liquidación, transmisión de todo su patrimonio a la entidad adquirente y 
atribución a los socios de las entidades disueltas de participaciones en el 
capital de la entidad adquirente), es de aplicación el régimen fiscal especial, de 
acuerdo con el artículo 89 LIS y, por tanto, no se integran en la base imponible 
de tales socios las rentas generadas en la atribución de valores a los mismos, 
siendo trasladable los comentarios apuntados en los epígrafes 2.1.3 y 2.2.3 
anteriores.     

En estos casos, igualmente debe realizarse la comunicación de la operación a 
la Administración tributaria, con la particularidad de que al tratarse de 
operaciones en las que ni la entidad adquirente ni la transmitente son 
residentes en territorio español, la comunicación deberá ser efectuada por los 
socios de la entidad transmitente, siempre que sean residentes en territorio 
español, de acuerdo con lo establecido en el artículo 48 RIS. Es en dicha 
comunicación donde el socio puede manifestar que no sea aplicable el régimen 
especial de diferimiento y, por tanto, se aplicaría el régimen general, es decir, 
se integraría en la base imponible la renta generada en la atribución de valores, 
sin perjuicio de que, en caso de socios personas jurídicas, a la renta obtenida 
pueda aplicarse el régimen de exención si la participación en la entidad 
transmitente cumple los requisitos del artículo 21 LIS. 

Por otra parte, la LIS recoge el caso en que la entidad transmitente no 
residente tenga participaciones en el capital de entidades residentes en 
territorio español cuya transmisión genera rentas sujetas al IRNR, de acuerdo 
con la normativa interna o bien en base a lo acordado en los convenios para 
evitar la doble imposición internacional, de manera que en estos casos el 



artículo 77.1.e) LIS establece que no se integran en la base imponible del IRNR 
las rentas que se pongan de manifiesto como consecuencia de las 
transmisiones realizadas por entidades no residentes en territorio español de 
participaciones en entidades residentes en territorio español, en favor de 
entidades residentes en su mismo país o territorio, o en favor de entidades 
residentes en la Unión Europea siempre que, en este último caso, tanto la 
entidad transmitente como la adquirente revistan una de las formas 
enumeradas en la parte A del anexo I de la Directiva 2009/133/CE, y estén 
sujetas y no exentas a alguno de los tributos mencionados en la parte B de su 
anexo I.  
 
5. OPERACIONES DE FUSIÓN IMPROPIA                

De acuerdo con lo establecido en el artículo 76 LIS, se entiende como fusión 
impropia aquella por la que una entidad transmite, como consecuencia y en el 
momento de su disolución sin liquidación, el conjunto de su patrimonio social a 
la entidad que es titular de la totalidad de los valores representativos de su 
capital social. En función de que la entidad adquirente resida en territorio 
español y la entidad participada transmitente resida en el extranjero o 
viceversa, son trasladables los comentarios de los epígrafes 2.1 y 2.2. 
anteriores, respectivamente. 

Caso de que la entidad adquirente resida en territorio español y en el extranjero 
la entidad transmitente, en la anulación de la participación que la primera tiene 
en la segunda, se puede generar una renta por diferencia entre el valor de 
mercado del patrimonio adquirido procedente de la entidad transmitente y el 
valor fiscal de dicha participación, de acuerdo con el artículo 17 LIS. No 
obstante, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 82 LIS, la renta positiva o 
negativa generada en la anulación de esa participación no se integra en la base 
imponible de la entidad adquirente, con independencia de que, por aplicación 
del régimen general, fuese o no aplicable a dicha renta el régimen de exención 
establecido en el artículo 21 LIS. 
 
6. LIMITACIÓN DEDUCCIÓN GASTOS FINANCIEROS EN OPERACIONES 

DE FUSIÓN.    

Puede plantearse el caso de que una entidad residente en territorio español 
adquiera una participación en el capital de otra entidad no residente, cualquiera 
que fuese el porcentaje de participación adquirido, con la particularidad de que 
esa adquisición se financia total o parcialmente con deuda externa que genera 
gastos financieros, para acabar realizando una operación de fusión por la que 
la primera entidad absorbe a la segunda. A efectos de la deducción de tales 
gastos financieros, los artículos 83 y 16 LIS establecen que los mismos se 
deducirán con el límite adicional del 30% del beneficio operativo de la propia 
entidad que realizó dicha adquisición, sin incluir en dicho beneficio operativo el 
correspondiente a la entidad adquirida que se fusione con aquella en los 4 años 
posteriores a dicha adquisición, tanto si a la fusión se le aplica o no el régimen 
fiscal especial de diferimiento, respectivamente.  

La aplicación práctica de este límite adicional dependerá de que después de la 
fusión quede o no un establecimiento permanente situado en el Estado de 
residencia de la entidad transmitente.   



a) Queda un establecimiento permanente situado en el Estado de residencia de 
la entidad transmitente. A este caso le sería aplicable los comentarios del 
epígrafe 2.1 anterior y, por lo tanto, la valoración fiscal de los bienes y derechos 
que integran el patrimonio del establecimiento procedente de la entidad 
extinguida transmitente no residente sería el valor de mercado en el momento 
de la realizar la operación cualquiera que fuese el régimen fiscal aplicable a la 
entidad transmitente en el Estado de su residencia. Por otra parte, además de 
tales bienes y derechos, es posible que aflorara un fondo de comercio, el cual 
sería amortizable generando el correspondiente gasto de manera que puede 
plantearse la deducibilidad del mismo, así como del correspondiente gasto 
financiero derivado de la financiación de la adquisición de la participación en la 
entidad no residente con la que acaba absorbiendo. 

Para determinar la deducibilidad de tales gastos entendemos que es necesario, 
en primer lugar, analizar la atribución de ese activo intangible y el pasivo 
financiero en función de su utilidad a los diferentes negocios de la entidad 
adquirente, es decir, si deben ser atribuidos al negocio de la entidad adquirente 
previo a la realización de la operación, esto es, a la casa central o bien al 
negocio adquirido que se corresponde con el establecimiento permanente. El 
fondo de comercio que hubiese resultado de registrar la operación, dado que 
representa el valor del negocio adquirido respecto del valor de los activos y 
pasivos que lo integran, parece razonable concluir que el mismo sea imputable 
al conjunto de activos del establecimiento permanente, con independencia de 
que a efectos de la tributación de dicho establecimiento en el otro Estado no se 
compute dicho intangible. 

En cuanto a la atribución del pasivo financiero, debe tenerse en cuenta que el 
mismo se ha asumido como medio para financiar la adquisición del negocio del 
establecimiento, aun cuando haya sido a través de una operación intermedia 
como es adquirir la participación en el capital de la entidad no residente y 
después absorberla, por lo que desde el punto de vista de atribución en función 
de la afectación de activos y pasivos de la entidad adquirente, parece 
razonable concluir que igualmente ese pasivo debe atribuirse al 
establecimiento permanente con independencia, igualmente, de que a efectos 
de la tributación de dicho establecimiento en el otro Estado no se compute ese 
pasivo. 

Realizada esa atribución, se realizaría el análisis de la deducción de tal gasto 
financiero aplicando ese límite adicional, de acuerdo con el artículo 16 y 83 LIS, 
según corresponda, de manera que de resultar deducible, el mismo se 
atribuiría al establecimiento permanente para cuantificar la renta del mismo, de 
manera que a la misma se aplicaría el régimen de exención si se cumplen los 
requisitos del artículo 22 LIS y, por tanto, no se integraría en la base imponible 
de la entidad adquirente o bien el régimen de imputación, integrando la renta 
positiva que resulte en la base imponible deduciendo de la cuota íntegra el 
impuesto que corresponda en base al artículo 31 LIS. En definitiva, con esta 
interpretación el gasto financiero no sería deducible en la entidad adquirente a 
efectos de determinar la renta generada por el resto de los negocios de esa 
entidad. Otra posible interpretación es considerar que ese pasivo es atribuible a 
la casa central por cuanto ello determinaría una renta equivalente a la que 
resultaría de considerar el establecimiento como una entidad distinta e 
independiente de la entidad adquirente, de acuerdo con lo establecido en el 



artículo 22.5 LIS, en cuyo caso, ese gasto, una vez aplicado el referido límite, 
sería deducible en la determinación de la renta de los negocios de la entidad 
adquirente diferente al establecimiento permanente, lo cual supone una 
tributación completamente opuesta a la que resulta de la primera interpretación. 

b) No queda un establecimiento permanente en el Estado de residencia de la 
entidad transmitente. También a este caso le sería aplicable los comentarios 
del epígrafe 2.1 anterior, por lo que la valoración fiscal de los bienes y derechos 
del patrimonio adquirido procedente de la entidad extinguida transmitente no 
residente sería el valor de mercado en el momento de la realizar la operación 
cualquiera que fuese el régimen fiscal aplicable a la entidad transmitente en el 
Estado de su residencia. 

Caso de que tales bienes y derechos queden situados en el extranjero y 
generen rentas sometidas a tributación en el Estado en que se generen, tales 
rentas se integran en la base imponible de la entidad adquirente residente de 
acuerdo con los criterios generales de la LIS, sin perjuicio de que sea aplicable 
el artículo 31 LIS para evitar la doble imposición internacional.  

No obstante, previamente debe realizarse la valoración de la deducibilidad del 
gasto financiero derivado de la deuda asumida para financiar la adquisición de 
la participación de la entidad absorbida no residente, que está limitado al 30% 
del beneficio operativo de la entidad adquirente sin tener en cuenta el 
procedente de los bienes y derechos adquiridos en la operación de fusión 
procedentes de la entidad absorbida no residente. Una vez determinada la 
parte de ese gasto financiero que es fiscalmente deducible, lo cual tiene 
incidencia en la base imponible, debe atribuirse el mismo a los bienes y 
derechos adquiridos en la fusión, en la proporción que corresponda para lo cual 
debería tomarse el valor de mercado de los mismos, al objeto de determinar la 
renta de fuente extranjera sometida a tributación, todo ello a efectos de calcular 
el importe de la deducción en la cuota íntegra de acuerdo con el artículo 31 
LIS, dado que la deducción del impuesto satisfecho en el extranjero está 
limitado al importe de la cuota íntegra que en España correspondería pagar por 
esas rentas si se hubieran obtenido en territorio español, de forma que el 
importe de tales rentas se determina minorando el ingreso de fuente extranjera 
en los gastos incurridos par su obtención, cualquiera que fuese la fuente de los 
mismos, entre los cuales hay que tener en cuenta el mencionado gasto 
financiero.    

Caso de que los bienes y derechos adquiridos en la fusión no queden situados 
en el extranjero, las rentas que generen se integran en la base imponible de la 
entidad adquirente sin ninguna particularidad. No obstante, igualmente debe 
realizarse la valoración de la deducibilidad del gasto financiero derivado de la 
deuda asumida para financiar la adquisición de la participación de la entidad 
absorbida no residente, que está limitado al 30% del beneficio operativo de la 
entidad adquirente sin tener en cuenta el procedente de los bienes y derechos 
adquiridos en la operación de fusión procedentes de la entidad absorbida no 
residente, de manera que en caso de no ser deducible en su totalidad 
procederá realizar el correspondiente ajuste positivo al resultado contable para 
determinar la base imponible, sin que sea necesario efectuar la atribución de la 
deuda entre los bienes y derechos adquiridos por cuanto en este caso no es 
necesario de individualizar la renta procedente de esos bienes y derechos.   
 



7. OPERACIONES DE ESCISIÓN.  

El artículo 76 LIS define tres tipos de escisión, total, parcial y financiera, en 
función de la naturaleza del patrimonio escindido. 

7.1. ESCISIÓN TOTAL.                                  

Con independencia de cuál sea el concepto de escisión total en el ámbito 
mercantil de los diferentes Estados de residencia de las entidades afectadas, la 
LIS define estas operaciones en función de las características de las mismas, 
como son: 

- transmisión en bloque de la totalidad del patrimonio de la entidad 
escindida en beneficio de dos o más entidades beneficiarias; 

- extinción de la entidad escindida mediante su disolución sin liquidación; 

- los socios de la entidad escindida asumen la condición de socios de las 
entidades beneficiarias de la escisión en la medida en que reciben 
participaciones del capital de estas últimas entidades, según criterios de 
proporcionalidad en función de la participación poseída en la entidad 
escindida y, en su caso, de una compensación en dinero que no exceda del 
10 % del valor nominal o, a falta de valor nominal, de un valor equivalente 
al nominal de dichos valores deducido de su contabilidad. 

En función de la residencia de la entidad escindida y las beneficiarias, se puede 
diferenciar: 

a) Entidad escindida residente en territorio español. Entidades beneficiaras 
residentes en el extranjero. El régimen fiscal que procede a esta operación 
dependerá de que después de su realización quede o no un establecimiento 
permanente en territorio español al que se afecten los bienes y derechos 
integrantes del patrimonio de la entidad escindida.   

De constituir establecimientos permanentes situados en territorio español el 
patrimonio escindido a cada una de las entidades beneficiarias, el artículo 77.1 
LIS establece que no se integran en la base imponible de la entidad escindida 
residente las rentas generadas con ocasión de la transmisión de su patrimonio 
dado que los bienes y derechos que lo constituyen quedan afectos a 
establecimientos permanentes en territorio español, por lo que los bienes y 
derechos que forman el patrimonio de cada establecimiento, se valoran a 
efectos fiscales por el mismo valor fiscal que tenían en la entidad escindida con 
anterioridad a la realización de la operación. Los efectos que la operación de 
escisión produce en la entidad escindida, son los siguientes: 

- Extinción: La operación de escisión total produce la extinción de la entidad, lo 
cual implica la conclusión de su período impositivo, que tiene lugar cuando se 
inscribe en el Registro Mercantil la escritura de escisión. 

- Base imponible: la entidad transmitente debe determinar la base imponible 
correspondiente al período impositivo que concluye con la extinción de la 
entidad. 

Los comentarios realizados en el epígrafe 2.2.1 referente a las operaciones de 
fusión, sobre la extinción de la entidad transmitente, determinación de su base 
imponible, obligación de liquidar el IS correspondiente al período impositivo que 
concluye con su extinción y subrogación, son trasladables a estas operaciones 



de escisión total. No obstante, en cuanto a la subrogación en favor de los 
establecimientos permanentes de las deducciones en la cuota que estuviesen 
pendientes de aplicar por la entidad escindida en el momento de su extinción, 
dado que son dos o más los establecimientos permanentes situados en 
territorio español que adquieren el patrimonio de esa entidad, tales 
deducciones deberían ser asumidas por el establecimiento permanente al que 
se transmite la actividad que generó tales deducciones y, en cuanto a las bases 
imponibles negativas pendientes de compensar en el momento de la extinción, 
la interpretación administrativa se ha decantado por entender que se atribuyen 
a las entidades beneficiarias (en este caso establecimiento permanente) que 
reciben la actividad que las han generado (DGT 3-8-16, V3553-16; DGT 11-10-
16, V4369-16; DGT 10-7-20, V2367-20) y en caso de no poder realizar la 
asignación de dicha forma, la distribución se realiza en proporción a los valores 
de mercado de los patrimonios segregados en relación con el total de valor de 
mercado (DGT 3-8-16, V3553-16; DGT 22-9-20, V2844-20). 

De no constituir establecimientos permanentes en territorio español los bienes 
y derechos integrantes del patrimonio de la entidad escindida, se deben 
integrar en la base imponible de esa entidad en el período impositivo que 
concluye con su extinción las rentas generadas con ocasión de la transmisión 
de su patrimonio a las entidades beneficiarias no residentes, determinadas por 
diferencia entre el valor de mercado de los bienes y derechos que forman dicho 
patrimonio y su valor fiscal, de acuerdo con los artículos 17 y 77 LIS. La base 
imponible de ese período se determina de acuerdo con el resultado contable 
del mismo aplicando los ajustes fiscales que procedan de acuerdo con lo 
establecido en la LIS. Si a su extinción esta entidad tuviese pendientes de 
compensar bases imponibles negativas o de aplicar deducciones en la cuota, 
unas y otras se extinguen y no pueden aplicarse por ninguna otra entidad. 
Caso de que alguno de los bienes y derechos transmitidos generasen en sede 
de las entidades beneficiarias no residentes rentas que se entiendan obtenidas 
en territorio español, según el artículo 13 LIRNR, a efectos de su cuantificación 
como valor fiscal de los mismos deberá considerarse como el valor de mercado 
que tuviesen en el momento de la transmisión.          

b) Entidad escindida residente en el extranjero. Entidades beneficiaras 
residentes en territorio español. Caso de que la entidad escindida no tuviese 
ningún elemento patrimonio situado en territorio español, la transmisión de su 
patrimonio no genera ninguna renta a efectos fiscales españoles, de manera 
que el valor fiscal de los bienes y derechos integrantes del mismo en sede de 
las entidades beneficiarias residentes debe ser el valor de mercado al objeto de 
determinar las rentas que tales bienes y derechos puedan generar con 
posterioridad a la realización de la escisión a integrar en la base imponible de 
las entidades beneficiarias residentes a las que corresponda, con 
independencia de cual haya sido el régimen fiscal aplicable en el Estado de 
residencia de la entidad escindida, siendo trasladable a este caso lo comentado 
en el epígrafe 2.1 anterior. 

Supuesto de que la entidad escindida tuviese un establecimiento permanente 
situado en territorio español, de acuerdo con el artículo 77.1.d) LIS, no se 
integra en la base imponible la renta generada en la transmisión de ese 
establecimiento permanente por cuanto tales rentas siguen estando bajo la 
soberanía fiscal española, primero a través del IRNR y después a través del IS 



al que están sujetos las entidades beneficiarias residentes, por lo que el valor 
fiscal, en sede de estas últimas entidades, de los bienes y derechos que 
integran el establecimiento permanente es el mismo que tenían con 
anterioridad a la realización de la transmisión del mismo, subrogándose dichas 
entidades en los derechos y obligaciones fiscales que tenía dicho 
establecimiento. 

Si la entidad escindida no residente tuviese bienes y derechos no afectos a un 
establecimiento permanente pero que generen rentas que se consideran 
obtenidas en territorio español, la renta que se genere en la transmisión de 
tales bienes y derechos por la entidad escindida se gravaría por el IRNR aun 
cuando después de la realización de la escisión la propiedad de los mismos la 
tengan las entidades residentes beneficiarias de la escisión, dado que, aun 
cuando la operación cumpla la definición de escisión según el artículo 76 LIS, 
sin embargo, las rentas generadas en la transmisión no están amparadas en el 
régimen de diferimiento de acuerdo con lo establecido en el artículo 77 LIS. En 
este caso, el valor fiscal de esos bienes y derechos en sede de estas entidades 
beneficiarias debe ser el valor de mercado de aquellos en el momento de la 
adquisición.  

Respecto del régimen fiscal de los socios, entre los diferentes supuestos que 
pueden presentarse pasamos a comentar el de los socios, personas físicas o 
jurídicas, residentes en territorio español que tienen participación en el capital 
de la entidad escindida, con independencia de que esta última entidad resida 
en territorio español o en el extranjero, como consecuencia de la atribución a 
los mismos  de valores representativos del capital de las entidades 
beneficiarias a cambio de su participación en la entidad escindida, se genera 
en los socios una renta por diferencia entre el valor de mercado de los valores 
recibidos y el valor fiscal de los entregados. No obstante, esa renta no se 
integra en la base imponible de acuerdo con el artículo 81 LIS, con la 
particularidad de que el valor fiscal de los valores recibidos de las entidades 
beneficiarias es el resultado de distribuir el valor fiscal de la participación en la 
entidad escindida entre los valores de mercado de las participaciones recibidas 
en las entidades beneficiarias, de acuerdo con la interpretación administrativa 
al respecto (DGT 13-10-08, V1826-08). 

En cuanto a la comunicación a la Administración tributaria de la realización de 
la operación, la misma debe realizarse por la entidad residente escindida 
cuando las entidades beneficiarias residen en el extranjero. Caso de que la 
entidad escindida resida en el extranjero, la comunicación debe realizarse por 
las entidades beneficiarias residentes aun cuando solo se manifiesten rentas 
en territorio español a nivel de los socios residentes que tuviesen participación 
en la entidad escindida no residente.  

7.2. ESCISIÓN PARCIAL.                                  

Las características que definen esta operación a efectos fiscales son: la entidad 
escindida no se extingue, el patrimonio transmitido tiene que ser una o varias 
ramas de actividad y que los socios de la entidad escindida reciben 
participaciones del capital de la entidad o entidades beneficiaras, según 
criterios de proporcionalidad en función de la participación poseída en la 
entidad escindida y, en su caso, de una compensación en dinero que no 



exceda del 10 % del valor nominal o, a falta de valor nominal, de un valor 
equivalente al nominal de dichos valores deducido de su contabilidad. 

Al igual que las operaciones de escisión total, según sea la residencia de la 
entidad escindida y beneficiarias, puede diferenciarse: 

a) Entidad escindida residente en territorio español. Entidades beneficiaras 
residentes en el extranjero. Dado que el patrimonio segregado es una rama de 
actividad, lo normal será que los bienes y derechos integrantes del mismo 
formen un establecimiento permanente situado en territorio español con 
posterioridad a la realización de la escisión, en cuyo caso, según dispone el 
artículo 77 LIS, no se integran en la base imponible de la entidad escindida 
residente las rentas generadas en la transmisión de la rama de actividad, por lo 
que los bienes y derechos que forman el patrimonio del establecimiento, se 
valoran a efectos fiscales por el mismo valor fiscal que tenían en la entidad 
escindida con anterioridad a la realización de la operación. Este 
establecimiento permanente se subroga, en su caso, en el derecho a la 
compensación de las bases imponibles negativas pendientes en la entidad 
escindida en el importe a cuya formación hubiese contribuido dicha rama de 
actividad. Igualmente se subrogaría en los derechos y obligaciones fiscales 
asociados a los bienes y derechos transmitidos integrantes de la rama de 
actividad. Dado que la entidad escindida no se extingue, la realización de la 
operación no altera la conclusión de su período impositivo, con la particularidad 
de que el resultado contable de ese período no reconocerá los ingresos y 
gastos imputables a la rama de actividad devengados desde la fecha de 
adquisición del negocio asociado a dicha rama, de acuerdo con los criterios 
contables establecidos en el PGC sobre combinaciones de negocios, lo cual 
afectará a la determinación de la base imponible de ese período. 

Si la rama de actividad escindida estuviese situada en el extranjero que 
constituye un establecimiento permanente en otro Estado miembro de la Unión 
Europea, no se integra en la base imponible de la entidad escindida la renta 
puesta de manifiesto en la transmisión de la rama de actividad, siempre que 
sea a favor de entidades que residan igualmente en ellos y revistan una de las 
formas enumeradas en la parte A del anexo I de la Directiva2009/133/CE. Por 
tanto, esa renta se integraría en la base imponible de la entidad escindida si la 
entidad beneficiaria no esté amparada en esa Directiva o bien el 
establecimiento permanente que constituye la rama de actividad esté situado 
en un Estado no miembro de la Unión Europea, con independencia de que la 
entidad beneficiaria resida o no en la Unión Europea, sin perjuicio de que esa 
renta pueda estar exenta de cumplirse las condiciones establecidas en el 
artículo 22 LIS y de que a ese establecimiento permanente le sea o no 
aplicable un régimen fiscal de diferimiento en el Estado donde esté situado 
como consecuencia de realizar esta operación.   

De no constituir la rama de actividad escindida un establecimiento permanente 
en territorio español una vez realizada la escisión parcial, en el período 
impositivo en que se realiza la operación se debe integrar en la base imponible 
de esa entidad la renta generada con ocasión de la transmisión de la rama de 
actividad a las entidades beneficiarias, determinada por diferencia entre el valor 
de mercado de los bienes y derechos que forman dicha rama y su valor fiscal, 
de acuerdo con los artículos 17 y 77 LIS.         



b) Entidad escindida residente en el extranjero. Entidades beneficiaras 
residentes en territorio español. Si la rama de actividad segregada por la 
entidad escindida no estuviese situada en territorio español, su transmisión no 
genera ninguna renta a efectos fiscales españoles, siendo el valor fiscal de los 
bienes y derechos integrantes de esa rama en sede de las entidades 
beneficiarias residentes una vez realizada la escisión, el valor de mercado al 
objeto de determinar la renta del establecimiento permanente imputable a dicha 
rama de actividad que pueda generar con posterioridad a la realización de la 
escisión a integrar en la base imponible de las entidades beneficiarias 
residentes, con independencia de cual haya sido el régimen fiscal aplicable en 
el Estado de residencia de la entidad escindida. 

Caso de que la rama de actividad formase un establecimiento permanente 
situado en territorio español, de acuerdo con el artículo 77.1.d) LIS, no se 
integra en la base imponible la renta generada en la transmisión de ese 
establecimiento permanente dado que tales rentas siguen estando bajo la 
soberanía fiscal española, primero a través del IRNR y después a través del IS 
al que están sujetos las entidades beneficiarias residentes, por lo que el valor 
fiscal, en sede de estas últimas entidades, de los bienes y derechos que 
integran el establecimiento permanente es el mismo que tenían con 
anterioridad a la realización de la transmisión del mismo, subrogándose dichas 
entidades en los derechos y obligaciones fiscales que tenía dicho 
establecimiento. 

Respecto de los socios, personas físicas o jurídicas, residentes en territorio 
español que tienen participación en el capital de la entidad escindida, tanto si 
esta última entidad reside en territorio español o en el extranjero, puede 
generarse en los socios una renta como consecuencia de la atribución a los 
mismos de valores representativos del capital de las entidades beneficiarias. 
No obstante, esa renta no se integra en la base imponible de acuerdo con el 
artículo 81 LIS, siendo la interpretación administrativa al respecto (DGT 13-10-
08, V1826-08) que, en una escisión parcial, la participación tenida en la entidad 
escindida se desdobla en la participación que se mantiene en esta entidad y la 
participación recibida en la beneficiaria. El precio de adquisición de la 
participación se distribuirá entre ambas participaciones en función de sus 
valores reales. 

En cuanto a la comunicación de la operación, son trasladables los comentarios 
al respecto en el supuesto de la escisión total. 

7.3. ESCISIÓN FINANCIERA. 

De acuerdo con el artículo 76 LIS se entiende por escisión financiera la 
operación por la cual una entidad segrega una parte de su patrimonio social, 
constituida por participaciones en el capital de otras entidades que confieran la 
mayoría del capital social en esas entidades, y las transmite en bloque a una o 
varias entidades de nueva creación o ya existentes, manteniendo en su 
patrimonio, al menos, participaciones de similares características en el capital 
de otra u otras entidades o bien una rama de actividad, recibiendo a cambio 
valores representativos del capital social de estas últimas, que deben atribuirse 
a sus socios de la entidad escindida en proporción a sus respectivas 
participaciones, reduciendo el capital social y las reservas en la cuantía 
necesaria y, en su caso, una compensación en dinero que no exceda del 10 % 



del valor nominal o, a falta de valor nominal, de un valor equivalente al nominal 
de dichos valores deducido de su contabilidad. 

Según sea la residencia de la entidad escindida y beneficiarias puede 
diferenciarse, entre otros casos, los siguientes: 

a) Entidad escindida residente en territorio español. Entidades beneficiaras 
residentes en el extranjero. Dado que las participaciones escindidas no 
constituyen una rama de actividad, lo normal será que no se constituya un 
establecimiento permanente en territorio español con ocasión de la escisión 
realizada, con independencia de que esas participaciones sean sobre 
entidades residentes o no en territorio español, por lo que se debe integrar 
en la base imponible de la entidad escindida residente en el período 
impositivo en que se realiza la operación la renta generada con ocasión de 
la transmisión de esas participaciones a las entidades beneficiarias no 
residentes, determinada por diferencia entre el valor de mercado de las 
mismas y su valor fiscal, de acuerdo con los artículos 17 y 77 LIS, sin 
perjuicio de que esa renta pueda estar exenta de cumplir las 
participaciones transmitidas los requisitos del artículo 21 LIS. 

Si las participaciones escindidas fuesen sobre entidades residentes en 
territorio español, una vez transmitidas a las entidades beneficiarias no 
residentes, caso de que esas participaciones generasen rentas que se 
entiendan obtenidas en territorio español a los efectos del IRNR, para 
determinar tales rentas como valor de adquisición de esas participaciones 
debe entenderse que es el valor de mercado de las mismas en el momento 
de realizar la adquisición de tales participaciones. 

b) Entidad escindida residente en el extranjero. Entidades beneficiaras 
residentes en territorio español. La transmisión de las participaciones 
realizada por la entidad escindida no genera ninguna renta a efectos 
fiscales españoles, siendo el valor fiscal de las participaciones adquiridas 
por las entidades beneficiarias residentes, el valor de mercado de las 
mismas al objeto de determinar la renta que puedan generar esas 
participaciones con posterioridad a la realización de la escisión, con 
independencia de cual haya sido el régimen fiscal aplicable en el Estado de 
residencia de la entidad escindida.   

No obstante, puede plantearse el caso de que las participaciones segregadas 
sean sobre entidades residentes en territorio español, donde las rentas 
generadas en la transmisión de las mismas sean gravadas por el IRNR de 
acuerdo con la normativa española o bien por aplicación, en su caso, del 
convenio suscrito con el Estado de residencia de la entidad escindida, en cuyo 
caso cabe la duda de si es aplicable el régimen fiscal de diferimiento 
establecido en el artículo 77.1.e) LIS, por el cual no se integra en la base 
imponible las rentas puestas de manifiesto como consecuencia de las 
transmisiones realizadas por entidades no residentes en territorio español de 
participaciones en entidades residentes en territorio español, en favor de 
entidades residentes en la Unión Europea siempre que tanto la entidad 
transmitente como la adquirente revistan una de las formas enumeradas en la 
parte A del anexo I de la Directiva 2009/133/CE, y estén sujetas y no exentas a 
alguno de los tributos mencionados en la parte B de su anexo I. Caso de que la 
entidad escindida residente en la Unión Europea cumpla tales condiciones, así 



como la entidad beneficiaria residente, entendemos que puede aplicarse el 
régimen de diferimiento, con la particularidad de que en el momento posterior 
en el que la entidad beneficiaria transmita esa misma participación, la renta 
diferida en el momento de la escisión debe integrarse en la base imponible de 
esa entidad sin que pueda aplicarse el régimen de exención del artículo 21 LIS, 
aun cuando esa participación cumpla los requisitos establecidos en dicho 
precepto, de manera que la exención solamente se aplicaría sobre la parte de 
renta obtenida que exceda de dicha renta diferida. 

En cuanto al régimen fiscal de los socios, personas físicas o jurídicas, 
residentes en territorio español que tienen participación en el capital de la 
entidad escindida y comunicación de la operación, son trasladables los 
comentarios del epígrafe 7.2 anterior.   
 
8. CANJE DE VALORES 

De acuerdo con el artículo 76 LIS, tiene la consideración de canje de valores la 
operación por la cual una entidad (llamada adquirente) adquiere participaciones 
en el capital de otra entidad (llamada adquirida) que permite alcanzar la 
mayoría de los derechos de voto en ella o, de tener esa mayoría, permite 
reforzarla, entregando a los socios de la entidad adquirida a cambio de los 
valores en dicha entidad, de participaciones en el capital de la entidad 
adquirente y, en su caso, de una compensación en dinero que no exceda del 
10% del valor nominal o, a falta de valor nominal, de un valor equivalente al 
nominal de dichos valores deducido de su contabilidad. De las diferentes 
situaciones que pueden manifestarse en esta situación, comentamos el caso 
de que la entidad adquirente resida en territorio español y la entidad adquirida 
en el extranjero, así como el caso en el que la entidad adquirente resida en el 
extranjero y la entidad adquirida en territorio español. 

a) Entidad adquirente residente en territorio español. Entidad adquirida 
residente en el extranjero. Esta operación solo tiene efectos fiscales en el caso 
de que haya socios de la entidad adquirida que acuden al canje que tengan su 
residencia en territorio español dado que en el canje se genera una renta tanto 
si el socio es persona física como jurídica. No obstante, según el artículo 80 
LIS esa renta no se integra en la base imponible del socio, quedando, por 
tanto, diferida hasta el momento posterior en que transmitan la participación 
recibida en el capital de la entidad residente adquirente, estando valorada esta 
última participación a efectos fiscales por el mismo valor fiscal de la 
participación en la entidad adquirida objeto del canje, de acuerdo con el artículo 
79 LIS. A efectos de determinar el cumplimiento de los requisitos exigidos para 
considerar a la operación como canje de valores, como participación canjeada 
debe entenderse todas las que participan en la operación y no solo las 
correspondientes a los socios residentes en territorio español que acuden al 
canje de valores.  

b) Entidad adquirente residente en el extranjero y la entidad adquirida residente 
en territorio español. Para que esta operación quede amparada en el régimen 
fiscal especial es necesario que la entidad adquirente resida en algún Estado 
miembro de la Unión Europea comprendida en el ámbito de aplicación de la 
Directiva 2009/133/CE, por lo que si no se cumple esta condición las rentas 
que se generen con ocasión del canje se integrarían en la base imponible de 



los socios de la entidad adquirida en el IS, IRPF o del IRNR, según 
corresponda. 

De cumplirse la condición de residencia en la entidad adquirente y, por tanto, 
de ser aplicable el régimen fiscal especial de diferimiento, este solo tiene 
efectos fiscales en el caso de que haya socios de la entidad adquirida que 
acuden al canje que tengan su residencia en territorio español o bien en otro 
Estado miembro de la Unión Europea, por lo que si hay algún socio con 
residencia en el extranjero, fuera de la Unión Europea, no hay diferimiento y la 
renta generada en el canje se gravaría por el IRNR, salvo que por convenio o 
normativa del IRNR estuviese exenta. 

Por tanto, según el artículo 80 LIS la renta generada en el canje no se integra 
en la base imponible del socio residente en territorio español, por lo que queda 
diferida hasta el momento posterior en que transmita la participación recibida 
en el capital de la entidad adquirente no residente, valorándose esta última 
participación a efectos fiscales por el mismo valor fiscal de la participación en la 
entidad adquirida objeto del canje, de acuerdo con el artículo 79 LIS. Caso de 
que el socio de la entidad adquirida residente tenga su residencia en la Unión 
Europea, la Hacienda Pública española renuncia a gravar las rentas 
manifestadas en el canje dado que así lo impone la Dir 2009/133/CE, por 
cuanto una vez realizada la operación de canje no hay capacidad para 
gravarlas en la medida en que desaparece el punto de conexión con el socio 
europeo, al pasar de la condición de socio de una entidad residente en España 
a la condición de socio de otra entidad residente en algún Estado de la Unión 
Europea, aunque esa renuncia es más bien teórica que práctica en la medida 
que los convenios suscritos para evitar la doble imposición internacional 
trasladen la competencia para gravar esas rentas al Estado de residencia del 
socio. No obstante, hay convenios en los que se permite gravar a España la 
renta obtenida por residentes en dichos países en la transmisión de 
participaciones en entidades residentes en territorio español bajo cumplimiento 
de determinados requisitos. En estos casos, aun cuando no se grave al socio 
europeo en el momento del canje, la entidad adquirente debería subrogarse en 
los derechos y obligaciones fiscales de aquellos, en particular en la valoración 
que en los socios tenía la participación en la entidad adquirida residente en 
territorio español a efectos de determinar la renta generada por la adquirente 
en una futura transmisión de la participación. También puede entenderse que el 
diferimiento es aplicable al primitivo socio, es decir, que el gravamen de la 
renta generada en el momento del canje se difiere hasta el momento en que 
ese socio transmite la participación recibida en la entidad adquirente, para lo 
cual puede hacerse uso de la Dir 2010/24/UE, sobre la asistencia mutua en 
materia de cobro de los créditos.                   
 
9. APORTACIONES DE RAMA DE ACTIVIDAD                                  

Según el artículo 76 LIS, tiene la consideración de aportación no dineraria de 
ramas de actividad la operación por la que una entidad aporta, sin ser disuelta, 
a otra entidad de nueva creación o ya existente la totalidad o una o más ramas 
de actividad, recibiendo a cambio valores representativos del capital social de 
la entidad adquirente, entendiéndose por rama de actividad el conjunto de 
elementos patrimoniales que constituyen una explotación económica autónoma 
y diferenciada en sede de la entidad aportante, por lo que si la rama de 



actividad no está situada en el mismo territorio de la entidad aportante, lo 
normal será que la rama constituya por sí misma la existencia de un 
establecimiento permanente en el territorio donde esté situada. Dentro de los 
diferentes casos que pueden manifestarse, en función de la residencia de la 
entidad aportante y considerando que la rama de actividad aportada constituye 
un establecimiento permanente en otro territorio, pueden presentarse los casos 
siguientes: 

a) Entidad aportante residente. Rama de actividad situada en el extranjero.  
Entidad adquirente residente en el extranjero. Si la rama de actividad 
aportada estuviese situada en un Estado miembro de la Unión Europea, 
según el artículo 77 LIS, no se integra en la base imponible de la entidad 
aportante residente la renta puesta de manifiesto en la transmisión de la 
rama de actividad, siempre que sea a favor de entidades que residan 
igualmente en la Unión Europea y revistan una de las formas enumeradas 
en la parte A del anexo I de la Directiva 2009/133/CE. Por tanto, esa renta se 
integraría en la base imponible de la entidad aportante si la entidad 
adquirente no esté amparada en esa Directiva o bien el establecimiento 
permanente que constituye la rama de actividad esté situado en un Estado 
no miembro de la Unión Europea, con independencia de que la entidad 
adquirente resida o no en la Unión Europea, sin perjuicio de que esa renta 
pueda estar exenta de cumplirse las condiciones establecidas en el artículo 
22 LIS y de que a ese establecimiento permanente le sea o no aplicable un 
régimen fiscal de diferimiento en el Estado donde esté situado.   

Igualmente sería aplicable el régimen fiscal especial de diferimiento en el 
caso de que el establecimiento permanente no esté situado en la Unión 
Europea siempre que la entidad adquirente fuese residente en territorio 
español.   

Respecto de la valoración de la participación recibida del capital de la 
entidad adquirente no residente, de acuerdo con el artículo 79 LIS, el valor 
fiscal de esa participación sería el mismo valor fiscal de la rama de actividad 
aportada, con independencia del valor que afectos fiscales tuviese dicha 
rama en sede del Estado donde esté situada y del régimen fiscal que este 
aplicó a la transmisión de la rama de actividad, de manera que a la entidad 
aportante le sería aplicable las normas establecidas en el artículo 88 LIS 
para evitar la doble imposición que pudiera manifestarse como consecuencia 
de esta regla de valoración. Dado que tanto el establecimiento permanente 
como la entidad adquirente están situados en Estados de la Unión Europea, 
a esta operación le será aplicable el régimen de diferimiento establecido en 
la citada Directiva 2009/133/CE, por lo que la renta latente en el 
establecimiento permanente queda diferida y la misma igualmente queda 
latente en la participación recibida como consecuencia de este criterio de 
valoración, lo cual puede producir una doble imposición que trata de evitarse 
con las normas establecidas en el referido artículo 88 LIS.    

En estas operaciones puede plantearse si es o no más eficiente fiscalmente 
aplicar el régimen fiscal de diferimiento, dado que las referidas normas 
pueden en ocasiones no corregir la doble imposición. En particular, supuesto 
de que a las rentas del establecimiento permanente constitutivo de la rama 
de actividad le fuese aplicable el régimen de exención del artículo 22 LIS, 
podría renunciarse al régimen fiscal especial integrando, en su caso, la renta 



generada en la aportación en la base imponible de la entidad aportante, lo 
cual no tendría efectos fiscales dada la exención de esa renta, para lo cual 
bastaría que en la comunicación a la Administración tributaria que debe 
realizar la entidad aportante, se señale que no es aplicable el régimen de 
diferimiento sino el régimen general del IS.          

De no constituir la rama de actividad aportada un establecimiento 
permanente en el extranjero sino un conjunto de elementos patrimoniales 
situados fuera de territorio español, esta operación no estaría amparada en 
el régimen fiscal especial, por lo que en el período impositivo en que se 
realiza la aportación se debe integrar en la base imponible de la entidad 
aportante la renta generada con ocasión de la transmisión de la rama de 
actividad a la entidad adquirente no residente, determinada por diferencia 
entre el valor de mercado de los bienes y derechos que forman dicha rama y 
su valor fiscal, de acuerdo con los artículos 17 y 77 LIS, sin que pueda 
aplicarse la exención del artículo 22 LIS al no constituir un establecimiento 
permanente el patrimonio transmitido, de manera que en tal caso el valor 
fiscal de la participación recibida en la aportación sería el valor de mercado 
de la rama aportada. Caso de que el Estado de residencia de la rama de 
actividad grave igualmente la renta que se genera en esa transmisión de 
acuerdo con su normativa interna, al objeto de evitar en este caso la doble 
imposición internacional que tiene lugar, la misma sería corregida de 
acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 31 LIS.   

b) Entidad aportante residente en el extranjero. Rama de actividad situada 
en territorio español.  Entidad adquirente residente en el extranjero. Dado 
que la rama de actividad constituye un establecimiento permanente situado 
en territorio español, de acuerdo con el artículo 77.1.d) LIS, no se integra en 
la base imponible de la entidad aportante la renta generada en la transmisión 
de ese establecimiento permanente, pues tales rentas siguen estando bajo 
la soberanía fiscal española, a través del IRNR antes y después de realizar 
la aportación, por lo que el valor fiscal de los bienes y derechos que integran 
el establecimiento permanente es el mismo que tenían a efectos fiscales con 
anterioridad a la realización de la transmisión del mismo, subrogándose la 
entidad adquirente en los derechos y obligaciones fiscales que tenía dicho 
establecimiento, como compensación de bases imponibles negativas y 
deducciones en la cuota pendientes de aplicar. 

Una vez realizada la aportación, la entidad aportante pierde todo vinculo 
fiscal con la Hacienda española, dado que pasa a ser socio de una entidad 
no residente. En cuanto a la comunicación de la operación, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 89 LIS, debe realizarla la entidad transmitente 
aun cuando no sea residente en territorio español.  

 
10.  OTRAS APORTACIONES NO DINERARIAS                                  

 El artículo 87 LIS regula el régimen fiscal especial de diferimiento a otras 
aportaciones no dinerarias que no sean ramas de actividad, de manera que, 
entre las diferentes situaciones que pueden manifestarse en estas 
aportaciones, pasamos a comentar las aportaciones no dinerarias a entidades 
residentes realizadas por entidades no residentes de bienes y derechos 
situados en territorio español cuyas rentas se consideran obtenidas en territorio 



español sujetas al IRNR. La entidad aportante puede tener su residencia en 
otro Estado miembro de la Unión Europea o bien en otro Estado diferente.  

Esta aportación está amparada en el régimen fiscal especial de diferimiento, 
dado que se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 87 LIS, siempre que 
una vez realizada la aportación la entidad aportante no residente alcance al 
menos el 5% del capital de la entidad residente. Por tanto, el valor fiscal de los 
elementos patrimoniales aportados en sede de la entidad adquirente residente 
debe ser el mismo que tenían con anterioridad a efectos del IRNR. Respecto 
de la obligación de comunicación de la aportación a la Administración tributaria, 
la misma debe realizarse por la entidad adquirente. En cuanto a la valoración 
de la participación recibida por la entidad aportante no residente, dado que a 
esta operación le es aplicable el régimen fiscal especial, según el artículo 79 
LIS, esa participación se valora a efectos fiscales por el mismo valor fiscal que 
tenían los elementos patrimoniales aportados.  

Respecto de la tributación de las ganancias patrimoniales que pueda obtener la 
entidad aportante no residente en la transmisión de la participación recibida, 
debe tenerse en cuenta las diferentes situaciones acerca de la residencia de 
dicha entidad. Caso de que la misma no resida en un Estado miembro de la 
Unión Europea, no habiendo convenio con el mismo, dicha ganancia 
patrimonial estaría sujeta y no exenta, de acuerdo con los criterios establecidos 
en el artículo 14 LIRNR. De tener su residencia en cualquiera de esos Estados, 
debe tenerse en cuenta que el artículo 14 LIRNR dispone que no es aplicable 
la exención cuando no se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 21 
LIS, de manera que, al respecto, el artículo 21.4 LIS establece que cuando la 
participación se hubiese adquirido a través de una aportación no dineraria 
amparada en el régimen fiscal especial de diferimiento, la exención no alcanza 
a la parte de renta generada en la transmisión de la participación que se 
corresponda con la renta diferida en el momento de realizar la aportación, por 
lo que el referido artículo 14 LIRNR debería interpretarse en el sentido de que 
la ganancia patrimonial obtenida en la transmisión de la participación, no está 
exenta la parte de la misma que se corresponda con la renta diferida existente 
en el momento en que esa entidad no residente realizó la aportación, 
considerándose exenta el exceso de ganancia patrimonial a efectos del LIRNR. 
Por último, caso de que haya convenio para evitar la doble imposición con el 
Estado de residencia de la entidad aportante no residente, aun cuando con 
carácter general otorgue al otro Estado la competencia para gravar la renta 
generada en la transmisión de participaciones en entidades residentes en 
territorio español, sin embargo, ello no debe alcanzar a la renta diferida 
generada en la aportación cuando la capacidad para gravar dicha renta fuese 
del Estado español según dicho convenio, por lo que en estos casos serían 
aplicable los mismos criterios anteriores.              

Caso de que los elementos aportados no estuviesen situados en territorio 
español, las rentas latentes en los mismos están fuera de la soberanía fiscal 
española y, por tanto, el régimen de diferimiento no es aplicable, por lo que el 
valor fiscal de los mismos en sede de la entidad adquirente debe ser el valor de 
mercado de tales elementos en el momento de la aportación, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 78 LIS.  
 
 



11.  APLICACIÓN RÉGIMEN FISCAL          

Según establece el artículo 89 LIS, el régimen fiscal especial de diferimiento se 
aplica de forma obligatoria a todas las operaciones que cumplan las 
condiciones establecidas en el artículo 76 LIS para ser calificadas como fusión, 
escisión, aportación de rama de actividad, canje de valores y aportaciones no 
dinerarias, por lo que no es preciso ningún reconocimiento previo por parte de 
la Administración tributaria, de manera que para aplicar el régimen fiscal 
general (no diferimiento) es necesario que en la comunicación de la operación 
que debe realizarse a la Administración tributaria se indique que no es aplicable 
el régimen fiscal especial sino el general. La forma, condiciones y contenido de 
la comunicación se regula en el artículo 89 LIS y en los artículos 48 y 49 RIS. 
La falta de comunicación no supone perder la aplicación del régimen especial, 
sin perjuicio de su consideración como una infracción tributaria grave, 
sancionable con multa pecuniaria fija de 10.000 euros por cada operación 
realizada no comunicada.  

No obstante, la Administración tributaria tiene la capacidad para valorar la 
motivación que ha impulsado la realización de estas operaciones, de forma que 
si estas se han realizado por motivos puramente fiscales al objeto de buscar 
una ventaja fiscal al margen de cualquier motivación económica, se 
regularizaría la tributación de estas operaciones en el sentido de que dicha 
regularización alcanzaría exclusivamente la eliminación de la ventaja fiscal 
pretendida alcanzar.          
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